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REUNIÓN DE EXPERTOS GUBERNAMENTALES SOBRE LAS MEJORES

PRÁCTICAS Y EXPERIENCIAS NACIONALES EN LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS

CONTRA EL TERRORISMO, BAJO LA PERSPECTIVA DE LOS DERECHOS HUMANOS

(Salón de las Américas, 12 al 13 de febrero de 2004)

PRESENTACIÓN DEL EXPERTO GUBERNAMENTAL DEL PERÚ

SOBRE EL TEMA DEL PRIMER PANEL

MEDIDAS LEGISLATIVAS ANTITERRORISTAS DENTRO DEL MARCO DEL RESPETO DE LOS DERECHOS HUMANOS Y LAS LIBERTADES FUNDAMENTALES
PRIMER PANEL

PONENCIA DEL PERÚ
I. ANTECEDENTES
Desde 1992 en adelante, el Perú ante la proliferación del accionar terrorista, la ineficiencia del Poder Judicial y para juzgar y condenar a los responsables de estos actos y la insuficiencia de las normas existentes, se vio la necesidad de adoptar nuevas disposiciones legales que permitieran enfrentar con la energía necesaria este flagelo. 

En este sentido, se emitieron una serie de normas destinadas a juzgar a terroristas de manera rápida y efectiva, buscando evitar las penas ínfimas, las dilaciones de los procesos y las amenazas a los magistrados. 

Con este objetivo se procedió a modificar la Constitución Política para habilitar a la justicia militar para el juzgamiento de los delitos de traición a la patria y terrorismo.  En consecuencia, al promulgarse la Constitución Política del Estado, en 1993, se aprobó en su artículo 173 la siguiente disposición:
En caso de delito de función, los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional están sometidos al fuero respectivo y al Código de Justicia Militar.  Las disposiciones de éste no son aplicables a los civiles, salvo en el caso de los delitos de traición a la patria y de terrorismo que la ley determina.  La casación a que se refiere el artículo 141 sólo es aplicable cuando se imponga la pena de muerte.

Quienes infringen las normas del Servicio Militar obligatorio están asimismo sometidos al Código de Justicia Militar.

Asimismo, se preparó un frondoso conjunto de normas entre las que destacan el Decreto Ley 25475 que regulaba el Delito de Terrorismo y el Decreto Ley 25659 que regulaba el delito de Traición a la Patria.  Lo más destacable de estas normas es que el juzgamiento de civiles por el delito de traición a la patria se realizaría por el fuero militar  Adicionalmente se dieron una serie de normas complementarias a las citadas que regulaban el proceso y tratamiento penitenciario, colaboración eficaz (arrepentimiento) entre otros aspectos. 

Estas normas duraron aproximadamente 20 años, teniendo como efecto la condena de 751 personas con pruebas insuficientes y que exigieron la creación de un mecanismo de revisión de los procesos por el que estas personas se encuentran actualmente en libertad.
Asimismo, la situación del Perú ante el sistema interamericano de protección de los derechos humanos se tornó sumamente difícil, pasivo con el que cargamos hasta la actualidad, por existir numerosos casos ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) relacionados en este tema y varias sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre lo mismo.
Respecto a esto último cabe mencionar que en la actualidad el Estado peruano tiene 6 sentencias condenatorias.
Mediante una rápida revisión de los temas más saltantes abordados en ellas podemos señalar: 

a)
Sentencia en el caso Loayza Tamayo: se cuestiona la legislación contra el terrorismo que regulaba el procedimiento ante el fuero ordinario: falta del debido proceso y garantías jurisdiccionales
b)
Sentencia Castillo Petruzzi: se cuestiona la legislación contra el delito de Traición a la Patria que regulaba el procedimiento ante el fuero militar, el que no guardaba los estándares del debido proceso (el derecho a la publicidad del proceso) y no garantizaba adecuadamente el derecho a la defensa, así como se descalicalifica el empleo de los tribunales sin rostro por no permitir gozar de jueces competentes e imparciales.
c)
Sentencia Durand y Ugarte: cuestionamiento a los procedimientos seguidos ante el fuero militar por los que se exculpo a los militares responsables de la matanza en el penal "El Frontón", siendo un tema muy importante el de la impunidad. 

No está demás tener presente la Sentencia de la Corte Interamericana en el caso Barrios Altos, caso que si bien en estricto no está relacionado con las normas de lucha contra el terrorismo, si tiene un aspecto de enorme trascendencia histórica: El declarar que las leyes de amnistía carecen de efectos jurídicos por su naturaleza claramente violatoria de la Convención. En otras palabras, las leyes de Amnistía para beneficiar a implicados en la violación de derechos humanos de ahora en adelante ya no tienen validez en el Continente Americano, y si son emitidas por algún Estado, tendrán una efímera duración hasta que el caso llegue inevitablemente a la Corte Interamericana. 

Existe una reciente sentencia del Tribunal Constitucional sin precedentes en la legislación nacional y posiblemente continental, mediante la cual se declara la inconstitucionalidad de diversos artículos de la legislación antiterrorista, incluyendo el Decreto Ley Nº 25659 referido al delito de Traición a la Patria, tomando en cuenta las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

De acuerdo con la sentencia, el Tribunal Constitucional, con respecto al Decreto Ley No. 25475 que regula el delito de terrorismo, precisó que le corresponderá a los jueces interpretar los alcances de esta norma, en el marco de la Constitución y las pautas establecidas en dicha sentencia. 

En conclusión, según el fallo del colegiado, mientras no se emitieran las nuevas leyes antiterroristas, los magistrados debían desestimar cualquier solicitud de nulidad de los juicios por Traición a la Patria. 

El fallo también dispone que en adelante los tribunales militares no podrán juzgar a acusados civiles. 

El 5 de enero del 2002, de acuerdo con las modificaciones planteadas en la sentencia dada por el tribunal constitucional; se solicitó al Congreso que dicte una nueva Ley Antiterrorista. Asimismo que en un tiempo prudencial dicte leyes orientadas a revisar las sentencias transcurrido 30 años de la ejecución de la pena, y a establecer un régimen de beneficios penitenciarios para los terroristas reeducados y rehabilitados. 

Han sido numerosas las leyes dictadas luego de la Sentencia del Tribunal Constitucional, las que se pasamos a describir brevemente. 

II.- PANORAMA ACTUAL
De esta manera, luego de la sentencia dictada por el Tribunal Constitucional, con las facultades legislativas otorgadas por el Congreso de la República, el Ejecutivo dictó una serie de dispositivos legales: 
1.
Decreto .Legislativo. N° 921 que establece el régimen jurídico de la cadena perpetua en la legislación nacional y el límite máximo de la pena para los delitos previstos en los artículos 2,3, incisos b y c, 4,5 y 9 del Decreto Ley N° 25475.
2.
 Decreto Legislativo N° 922 que conforme a la sentencia del Tribunal constitucional regula la nulidad de los procesos por el delito de traición a la patria y además establece normas sobre el proceso penal aplicable. Con este dispositivo se dispone la remisión de todos los procesos del fuero militar al fuero común, tanto los concluidos como los que se encuentren en proceso. 
3.
 Decreto Legislativo N° 923 que fortalece organizacional y funcionalmente la defensa del Estado en delitos de terrorismo.
4.
Decreto Legislativo. N° 924 que agrega párrafo al artículo 316 del Código Penal en materia de apología del Delito de terrorismo.
5.
Decreto Legislativo N° 925 que regula la colaboración eficaz en delitos de terrorismo. 
6.
Decreto Legislativo N° 926 que norma las anulaciones en los procesos por delito de terrorismo seguidos ante jueces y fiscales con identidad secreta y por aplicación de la prohibición de recusación.
7.
Decreto Legislativo N° 927 que regula la ejecución penal (tratamiento penitenciario) en materia de delitos de terrorismo.
Cabe tener en cuenta que en el ámbito de las Naciones Unidas se han adoptado y aprobado diversos instrumentos y resoluciones para combatir el terrorismo. De los instrumentos internacionales aprobados, el Perú ha ratificado 12 y ha apoyado resoluciones promovidas en el Consejo de Seguridad, Asamblea General, así como por la Comisión de Derechos Humanos. 

Finalmente se debe tener presente que tanto la sentencia del Tribunal Constitucional como las nuevas normas recientemente enumeradas tienen por finalidad ajustar los mecanismos judiciales de lucha contra el terrorismo a los estándares internacionales de protección a los derechos humanos y en particular a los principios del debido proceso, ya que esta es la única opción que permite tener fallos efectivos justos y firmes. 

El Perú está en período de reconstrucción institucional y de reforzamiento de la vigencia plena de la democracia y el estado de derecho.  La comunidad internacional puede estar confiada que no habrá retrocesos.

Muchas gracias.
Washington D.C., 12 de febrero de 2004
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